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Resumen 

 

 Es responsabilidad del Estado colombiano indemnizar los perjuicios 

causados a las víctimas por grave violación de los derechos humanos, ya que al 

vulnerarlos  desconoce el conjunto de derechos reconocidos en instrumentos 

internacionales y nacionales que le pertenecen a todo ser humano y que son 

fundamentales para la preservación de la dignidad humana.  

Colombia ostenta  un gran vacío en el ordenamiento jurídico respecto a los 

señalamientos sustanciales y procesales que indiquen los criterios que conllevan 

a una reparación integral; en tal sentido  el Consejo de Estado como órgano de 

cierre en lo Contencioso Administrativo, ha construido todo un cúmulo de 

propuestas reparadoras a la luz del derecho internacional humanitario, que 

implican para el Estado colombiano un conjunto de obligaciones en términos de 

investigación, juzgamiento y sanción de responsables.  

El presente ensayo ostenta un análisis normativo, doctrinal y 

aleatoriamente como referente, jurisprudencia emanada del Consejo de Estado 

Sección Tercera, años 2007 al 2013,  donde se  examinan  criterios adoptados 

por el Consejo de Estado como máximo órgano de cierre de la jurisdicción 

Contencioso Administrativa, sobre reparación integral a víctimas bajo los 

estándares internacionales exigidos para tal fin.   
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Repair criteria of the State Council to State responsibility for serious 
human rights violation 

 

Abstract  

It is the responsibility of the Colombian State to compensate the damage 

caused to victims by serious violation of human rights, and that violate them know 

the set of rights recognized in international and national instruments that belong 

to every human being and are essential for the preservation of human dignity. 

 

Colombia holds a large gap in the law regarding the substantive and 

procedural signs indicating the criteria that lead to full reparation; in this regard, 

the State Council as the closure member in Administrative, has built a whole host 

of reparative in light of international humanitarian law, involving the Colombian 

State a set of obligations in terms of investigation, prosecution and punishment 

proposals responsible. 

 

This essay holds a normative, doctrinal and randomly analysis as a 

reference relevant jurisprudence of the State Council, Section Three, years 2007 

to 2013, where criteria adopted by the State Council as the highest body of 

closure of the contentious jurisdiction Administrative examined on reparation to 

victims under international standards required for this purpose. 
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Introducción 

 

El presente ensayo de investigación presenta un aporte significativo y 

delimitado, toda vez que centra su estudio en ahondar conocimiento sobre los 

criterios de reparación mediante los cuales el Consejo de Estado colombiano 

como órgano de cierre en lo Contencioso Administrativo, aborda sus decisiones 

ante la responsabilidad que se le endilga al Estado Colombiano por graves 

violaciones a los derechos humanos;  para ello se realiza un análisis normativo, 

doctrinal y también se tendrán como referente algunas decisiones tomadas  de 

manera aleatoria del Consejo de Estado, Sección Tercera años  2007 al 2013.  

  

Conlleva lo anterior, ante el  latente vacío  que ostenta nuestro 

ordenamiento jurídico al respecto, toda vez que si bien la  Constitución Política 

de 1991,  en su artículo 90, establece el deber estatal de reparar los daños 

antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción u omisión de 

agentes estatales, es  el  anterior Código Contencioso Administrativo Decreto 1 

de 1984, por el cual se reformó el Código de Procedimiento Administrativo, y la 

Ley 1437 de 2011,  mediante la cual se expide el Código de Procedimiento 

Administrativo  y de lo Contencioso Administrativo, quienes dentro de su 

articulado carecen de  lineamientos jurídicos a seguir, referentes a la  reparación 

por grave violación de los derechos humanos, tema que sin lugar a dudas 

debería estar inmerso dentro de los artículos 86 y 140  respectivamente, los 

cuales  aluden a la Reparación Directa como medio de control para tal fin y,  que 

en su defecto ha sido el Consejo de Estado,  quien ha nutrido el tema al respecto  

jurisprudencialmente. 

 

En su artículo Noguera (2010), acota:  

En el ámbito interno el Consejo de Estado estudia la responsabilidad estatal con 
base en causales taxativas que por regla general (salvo recientes logros) no 
incluyen la vulneración de derechos humanos. El C.C.A., prevé la acción de 
reparación directa dentro de cuyas causales aún no ha sido reconocida la violación 
de derechos humanos como fundamento para declarar la responsabilidad estatal 
en la materia. La Sección Tercera de lo contencioso administrativo sigue tratando 



 
estos casos como fallas del servicio, cuando en realidad se trata de graves y 
flagrantes violaciones de derechos humanos (p.112). 
 

Precisamente en relación con los procesos de responsabilidad patrimonial 

y extracontractual del Estado, según el documento del Consejo de Estado (2015) 

titulado, Decisiones relevantes de Responsabilidad del Estado sobre graves 

violaciones a los derechos humanos e infracciones al derecho internacional 

humanitario,  se identifican dos grandes etapas:  

 

En primer lugar, todo el periodo anterior a 1991, bajo la vigencia de la Constitución 
de 1886, la cual no contempló disposiciones normativas generales en materia de 
responsabilidad de la administración pública por los daños causados a los 
asociados, ante lo cual los órganos judiciales realizaron un importante esfuerzo 
interpretativo para fundamentar y decidir dichos conflictos, y, en segundo lugar, la 
etapa que se inicia con la expedición de la nueva Constitución de 1991, la cual 
introdujo una cláusula general de responsabilidad del Estado por los daños 
antijurídicos que le sean imputables (p.2). 
 

Obsérvese  como el Consejo de Estado,  en una de sus decisiones 

emanadas bajo el radicado N° 41001233100019930758501,  del 16 de agosto 

de 2007, el magistrado ponente Ramiro Saavedra Becerra, dentro de sus 

consideraciones explica ampliamente la responsabilidad patrimonial del Estado, 

cuando dice:   

En efecto, al analizar el régimen de responsabilidad del Estado por daños, no se 
puede perder de vista que la Constitución de 1991 es garantista de la dignidad 
humana y de los derechos humanos y propende porque éstos abandonen su 
esfera retórica para convertirse en una realidad palpable, por lo tanto es de 
mayúscula importancia que a través de la responsabilidad el juez de los 
contencioso administrativo adelante una labor de diagnóstico de las falencias en 
las que incurre la administración  y al mismo tiempo, una labor de pedagogía a fin 
de que aquellas no vuelvan a presentarse, sobre todo si los daños por los cuales 
se responsabiliza al Estado, a través de un título de imputación, vulneran en 
alguna media los derechos humanos o la dignidad de las personas (Consejo de 
Estado, 2007, p. 9). 

 

La misma decisión añade de manera exacta parámetros a la reparación 

de los derechos humanos, cuando aporta: 

 
Además, la reparación de los daños que corresponde por la lesión a los derechos 
humanos, no se agota con el simple resarcimiento o la compensación económica, 
es importante que el juez además, adopte medidas en cuanto su ámbito de 
competencia lo permita a través de las cuales las victimas efectivamente queden 
indemnes ante el daño sufrido, conozcan la verdad de lo ocurrido, recuperen su 



 
confianza en el Estado y tengan la certeza de que las acciones u omisiones que 
dieron lugar al daño por ellas padecido no volverán a repetirse (Consejo de 
Estado, 2007, p.9). 
 
 

 La responsabilidad del Estado por grave violación de los derechos 

humanos, aunque no se encuentra proscrito en ordenamiento jurídico alguno, es 

la misma jurisprudencia del Consejo de Estado, quien ha trazado los 

lineamientos y enfatizado sobre el mecanismo idóneo aplicable para su 

reparación,; se ahonda en el asunto, a fin  de determinar criterios fijados por el 

Consejo de Estado para tal fin. 

 

Las pautas de la presente investigación se desarrollan atendiendo  el 

interrogante: ¿Bajo qué criterios reparadores responde el Estado Colombiano 

ante la grave violación de Derechos Humanos a la luz de la Constitución de 

1991? 

 

  Su desarrollo se centra en determinar los estándares de reparación que 

aplica el Consejo de Estado Colombiano como órgano de cierre en lo 

Contencioso Administrativo al diseñar sus decisiones, teniendo en cuenta que 

en nuestro ordenamiento jurídico no se encuentra proscrito,  y que ha sido el 

Juez de lo Contencioso Administrativo quien ha trazado línea jurisprudencial al 

respecto a la luz de Constitución de 1991. 

 

El presente ensayo se desarrolla en tres segmentos a saber: a) Los 

derechos humanos en el ordenamiento jurídico colombiano.  b) Medidas de 

reparación, y c) Alcances  de la Corte Interamericana de derechos humanos 

(CIDH) en el  sistema de reparación Colombiano. 

 

 

 

 

 

 



 
Metodología 

 

La presente investigación es de tipo documental cuyo enfoque es de 

orden cualitativo, de tipo descriptivo, su verbo rector es establecer los criterios 

reparadores del Estado Colombiano ante la grave violación de Derechos 

Humanos a la luz de la Constitución de 1991,  a través de la técnica de 

investigación documental, que para el caso bajo estudio se desarrolla bajo el 

concepto de  en la  exploración normativa, doctrinal, y  tomando como referente 

de forma aleatoria decisiones adoptadas por el Consejo de Estado Colombiano 

Sección Tercera,  ello como fuente primaria de investigación, particularmente 

aquellos fallos que contienen criterios que hacen parte reiterada en lo 

concerniente a acciones de reparación directa que tuvieran como principal 

aspecto fáctico la violación de los derechos humanos por parte del Estado años 

2007-2013. 

 

Con el fin de lograr los objetivos propuestos se realizará un barrido 

investigativo sobre la normatividad interna que reconozcan los derechos 

humanos a fin determinar su constitucionalización,  los estándares  de reparación 

del Estado colombiano por la grave violación de los derechos humanos, y  por 

último,  se realizará un proceso analítico entre dichas decisiones, a fin de 

determinar criterios sobre los cuales el órgano superior de lo Contencioso 

Administrativo  fundamenta sus decisiones en materia de reparación. 

.  

Resultados y discusión 

 

Los  derechos humanos en el ordenamiento jurídico Colombiano. 

 

Colombia con la  aprobación de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”, y en desarrollo de otros 

instrumentos internacionales de protección de derechos humanos,  se vincula a 

este orden estimulando la legislación interna en reconocimiento, protección y 

garantía de los mismos; es así como actualmente con la promulgación de la 

Constitución de 1991, base fundamental del ordenamiento jurídico interno y 



 
creada como mecanismo de control en el ejercicio del poder político y como 

vínculo necesario para garantizar los derechos de sus asociados, así los 

incorpora. 

De  la definición sobre Derechos Humanos,  Escobar (2011), refiere:  

Una de las definiciones que logra sintetizar todas estas expresiones es la 

elaborada por Pérez Luño, para quien los derechos humanos son: “Un conjunto 

de facultades e instituciones, que en cada momento histórico, concretan las 

exigencias de la dignidad, la libertad y la igualdad humanas, las cuales deben ser 

reconocidas positivamente por los ordenamientos jurídicos a nivel nacional e 

internacional”. Y son llamados “derechos humanos” porque son del hombre, de la 

persona humana: el hombre es el único destinatario de estos derechos (p.87). 

 

Al revisar  el informe emanado de la Comisión Colombiana de Juristas 

(1999) titulado, Derechos Humanos en Colombia, Tercer Informe de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos,  en su Capítulo II,  al tenor de la 

protección de los Derechos Humanos en el Sistema jurídico y político 

colombiano, hace especial alusión sobre la protección Constitucional de los 

derechos humanos, cuando  dice: 

 

La Constitución Política de Colombia refleja un renovado énfasis en el 
reconocimiento y la protección de los derechos humanos y  profundiza el interés 
en el tema, la naturaleza misma del Estado y sus cometidos, tal como surgen del 
Título I de la Constitución, ponen de manifiesto esa realidad. Como ya se señaló, 
la descripción de la naturaleza del Estado colombiano, que aparece en el artículo 
1 de la Constitución, incluye la referencia directa al principio de la dignidad 
humana. A continuación el artículo 2 de la Constitución enuncia las funciones 
esenciales del Estado colombiano, incluida la de garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes estipulados en la Constitución. En ese mismo 
artículo se establece que las autoridades colombianas están obligadas a proteger, 
la vida, honor, propiedad, creencias y otros derechos y libertades de los habitantes 
de Colombia (Comisión Colombiana de Juristas, 1999, p. 48). 

 

La Constitución Política de 1991, reconoce y protege los derechos 

humanos, los incluye en su normatividad bajo tres denominaciones, a saber: De 

Primera Generación, recogidos bajo la denominación “De los derechos 

fundamentales", destinados a la protección del ser humano individualmente 

contra cualquier agresión de algún órgano público, enmarcados en el Capítulo, 

Titulo II, entre los artículos del 11 al 41.  Los de segunda generación consignados 



 
en el Capítulo 2, Título II denominados  “De los derechos sociales, económicos 

y culturales”, cuyo objetivo  el bienestar económico, el acceso al trabajo,  la 

educación y a la cultura, de tal manera que asegure el desarrollo de los seres 

humanos y de los pueblos, incluidos en los artículos del 42 al 77,  y los de tercera 

generación recogidos en el Capítulo 3, Título II, que comprende los artículos del 

78 al 82, hace especial énfasis de los derechos colectivos relacionados con la 

protección del ambiente. 

Dentro de las normas del ordenamiento superior encontramos  el artículo 

93, donde enuncia que los tratados y convenios internacionales ratificados por el 

Congreso de la República  que reconocen los derechos humanos y que prohíben 

su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno.  En su 

parte final habla que los derechos y deberes consagrados en la Carta, se 

interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos 

humanos ratificados por Colombia.  Se adopta el llamado bloque de 

constitucionalidad, ya que incorpora al ordenamiento interno los  lineamientos 

normativos del derecho internacional de los derechos humanos. De este modo, 

los tratados de Derechos Humanos,  están inmersos al nivel de nuestra  

Constitución Política,  es decir, como norma de normas, tal y como lo estipula el 

artículo 4  del ordenamiento jurídico superior. 

 

Medidas de reparación. 

 

Teniendo en cuenta lo proscrito en el  artículo  93 de la Constitución Política 

de 1991, resulta de gran connotación revisar los estándares de reparación 

abordados  por la  doctrina internacional, para ello es del tenor revisar el escrito 

principios internacionales sobre impunidad y reparaciones, que realizó la 

Comisión Colombiana de Juristas en la Compilación de documentos de la 

Organización de Naciones Unidas (ONU), que hace especial conmoración a  la 

Resolución 60/147, promulgada el 16 de diciembre de 2005, por la Asamblea 

General de la Organización de Naciones Unidas (ONU),  donde  se aprueban  



 
los  principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 

violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos, y 

de violaciones graves de derecho internacional humanitario, a interponer 

recursos y obtener reparaciones. En su literal IX,  Reparación por los daños 

sufridos, numeral 18, dice: 

Conforme al derecho interno y al derecho internacional, y teniendo en cuenta las 
circunstancias de cada caso, se debería dar a las víctimas de violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones 
graves del derecho internacional humanitario, de forma apropiada y proporcional 
a la gravedad de la violación y a las circunstancias de cada caso, una reparación 
plena y efectiva, según se indica en los principios 19 a 23, en las formas 
siguientes: restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de 
no repetición. (Comisión Colombiana de Juristas, 2007, p. 224) 

 

Al tenor de lo anterior,  las cinco dimensiones  referidas como lo son: 

restitución, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición,  hacen parte 

dentro de los estándares del principio de reparación integral como mínimos 

exigidos por la comunidad internacional, desarrollados de manera amplia por la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), el cual es un órgano 

principal y autónomo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), 

encargado de la promoción y protección de los derechos humanos en el 

continente americano. 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH), también 

llamada Pacto de San José de  Costa Rica, la cual entró en vigencia el 18 de 

julio de 1978,  como una de las bases del sistema interamericano de promoción 

y protección de los derechos humanos, nos da la entrada al sustento jurídico de 

reparación, cuando en su artículo 63 alude: 

 

1. Los Estados miembros de la Organización podrán consultar a la Corte acerca 

de la interpretación de esta Convención o de otros tratados concernientes a la 

protección de los derechos humanos en los Estados americanos.  Asimismo, 

podrán consultarla, en lo que les compete, los órganos enumerados en el capítulo 

X de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el 

Protocolo de Buenos Aires. 



 
2. La Corte, a solicitud de un Estado miembro de la Organización, podrá darle 

opiniones acerca de la compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y los 

mencionados instrumentos internacionales 

 

 

En virtud de esta normativa, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

(CIDH), atiende sus decisiones al tenor del principio de reparación integral 

enunciado en la Resolución 60/147, siendo su jurisprudencia de obligatorio 

cumplimiento para los Estados Americanos que son parte de dicha Convención, 

siendo uno de ellos nuestro país Colombia.  

La Constitución de 1991, al incorporar dentro de sus normas los tratados 

internacionales que protegen derechos humanos, incluye la obligación en 

cabeza del Estado de reparar el daño antijurídico causado, tal como  dispone en 

su  artículo 90, y por ende a los jueces la obligación a reparar integralmente a 

las víctimas.  La jurisdicción de lo contencioso administrativo, se creó con el 

objeto de revisar la legalidad de los actos de las corporaciones o empleados 

administrativos en ejercicio de sus funciones.  Analicemos su avance a través de 

las diferentes disposiciones. 

En su escrito Rodríguez (1983), señala que:  

 

El primer estatuto procedimental para lo contencioso administrativo estuvo 
contenido en la Ley 130 de 1913, arts. 52 y siguientes. Allí se contempló el ejercicio de 
la acción de nulidad contra las ordenanzas departamentales, los decretos y demás actos 
de los gobernadores, los acuerdos y demás actos de los Concejos Municipales; y la 
acción de "revisión de los actos del gobierno o de los ministros", "cuando sean contrarios 
a la Constitución o a la Ley, o lesivos de derechos civiles", y en este último evento no 
podía precederse "sino a petición de quienes tengan interés en ello por creerse 
agraviados" (p, 31). 

 

En 1964 se expidió el Decreto 528 de 1964, sobre normas de organización 

judicial y competencia, en cuyo artículo 20 dispuso: “La jurisdicción contencioso 

administrativa está instituida para definir los negocios originados en las 

decisiones que tome la administración, en las operaciones que ejecute y en los 

hechos que ocurran con motivo de sus actividades. 



 
Por otra parte, en su artículo Sarmiento (s.f), acota que: 

Mediante la  Ley 167 de 1941, se le reconoce la competencia al Consejo de Estado 
para conocer de las acciones reparatorias que se promuevan contra las 
instituciones públicas; circunstancia  que, sin reparos, es aprovechada por esa 
corporación de justicia para construir toda una doctrina jurisprudencial sobre la 
base de la aplicación de algunos principios y normas del derecho público (p, 11). 

 

 A partir de la Ley 147 de 1941, a la jurisdicción contencioso administrativa 

le fue asignada la competencia general y definitiva para conocer procesos de 

responsabilidad del Estado, ratificada por la Ley 1437 de 2011, por la cual se 

adopta un nuevo “Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo”, en cuyo artículo 140 se contempla la “reparación directa” como 

un medio de control que puede ejercer la víctima frente a los daños antijurídicos 

imputables al Estado. 

De igual forma este ente superior de lo Contencioso Administrativo, tiene 

como fundamento en materia de reparación, el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, 

según la cual, dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración 

de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas,  se 

entenderá bajo los lineamientos de los  principios de reparación integral y 

equidad. 

 Por lo anterior, le corresponde al Consejo de Estado en su calidad de 

máximo órgano de la jurisdicción administrativa,  dirimir y resolver los conflictos 

que se susciten entre el Estado y los particulares, debiendo atender las 

prerrogativas sobre estándares de reparación que para el efecto ha fijado la 

jurisprudencia emitida por  la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

(CIDH).  

 

ALCANCES  de la Corte Interamericana de derechos humanos (CIDH) 

en el  sistema de reparación Colombiano. 

 

Como lo estipula el artículo 93 de la Constitución Política y del cual ya se 

ha hecho referencia, los convenios y tratados internaciones sobre derechos 



 
humanos aprobados y ratificados por el Congreso General de la República,  

prevalecen en el orden interno.     

 

Dentro de las normas de la Convención Americana de Derechos Humanos 

(CADH), el artículo 33 crea la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la 

faculta para decidir sobre el incumplimiento de los compromisos contraídos por 

los Estados parte (Colombia),  en la vulneración de los derechos protegidos por 

esta Convención,  inmersos en la ley 16 de 1972,  que aprueba la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica".    El 

artículo 63 de esta Convención, enuncia claramente que cuando hay violación a 

un derecho o libertad protegidos en este mandato, la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su 

derecho o liberad vulnerado, disponiendo además que se repare las 

consecuencias de la situación que ha configurado la violación de esos derechos 

y el pago de una justa indemnización. 

 

La responsabilidad del Estado colombiano se analiza  no solo desde la 

perspectiva del pago de una indemnización de perjuicios, sino bajo el concepto  

y la noción de reparación integral a la luz de la jurisprudencia y opiniones 

consultivas de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y los conceptos 

emitidos por ésta. Así lo ha dicho el Magistrado Ponente Enrique de Jesús Gil 

Botero, en su escrito que denominó “Experiencia profesional específica en 

Derecho de los DDHH y DIH”: 

 

Desde el año 2008, he sostenido la necesidad de que la responsabilidad 
atienda al restablecimiento del núcleo esencial de los derechos humanos 
lesionados, para lo cual se ha aplicado de  manera reiterada y sistemática 
los principios de convencionalidad, de reparación integral y garantía de los 
derechos humanos, lo que permite sostener que en el último lustro 
Colombia ha avanzado significativamente en la protección, promoción y 
salvaguarda de los derechos reconocidos no solo en el ámbito del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, sino en general en la perspectiva 
universal de los DDHH (p.1). 

 



 
Hace alusión a la sentencia fundante de la línea jurisprudencial en materia 

de protección integral a derechos humanos, expediente 29273, del 19 de octubre 

de 2007, en la que se juzgó la responsabilidad del Estado colombiano por la 

masacre de Ituango – el Aro, para concluir que en razón con decisiones 

proferidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), opera el 

principio de la cosa juzgada internacional y, por lo tanto, en el ámbito interno no 

se puede desconocer o contradecir la decisión adoptada en el Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos. (SIDH). 

 

Dentro del expediente 16996,  se expidió con fecha 20 de febrero de 2008, 

sentencia “hito” de línea jurisprudencial en relación con el contenido y alcance 

del principio de reparación integral, fallo donde se condena al Estado colombiano 

a la reparación integral de las víctimas como resultado de conductas contrarias 

a la Convención Americana de Derechos Humanos, resultas que traen a colación 

el concepto de reparación integral por violaciones de derechos humanos en el 

marco de la definición establecida por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos. 

 

Para el 4 de mayo de 2011, se profirió sentencia de unificación dentro de 

las sumarias 19355, en relación con el principio de reparación integral. 

 

El 21 de noviembre  de 2013, expediente 0500123-31-000-1998-02368-01 

(29764), se adoptó una sentencia contra el Estado por la desaparición de varios 

comerciantes del municipio de San Roque; al juzgar estos hechos de lesa 

humanidad, se hizo una extensa consideración sobre la importancia del principio 

de convencionalidad y su carácter de obligatorio cumplimiento en el ámbito 

nacional o interno, de manera que las decisiones, opiniones consultivas y 

conceptos de los organismos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 

son vinculantes para las autoridades administrativas y judiciales Colombianas, 

en virtud del citado postulado, razón por la que  las normas internas deben ser 

aplicadas bajo las perspectiva  de protección y garantía de los artículos 1 y 2 de 

la Convención Americana de los Derechos Humanos (CADH).  



 
 

Corrobora lo anterior,   que los estándares internacionales en materia del 

derecho a la reparación integral, según escrito emanado del Instituto 

Latinoamericano para una Sociedad y un Derecho Alternativo ILSA-2012, 

titulado: “el derecho a la reparación integral de las víctimas del desplazamiento 

forzado en Colombia”, se sustentan de la siguiente manera: 

 

 La reparación integral es reconocida en los principios y tratados internacionales 

como un derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de derechos humanos 
y del DIH; dentro de estas violaciones se encuentra el desplazamiento forzado. 
Los estándares internacionales en materia del derecho a la reparación integral 
constituyen el marco para el reconocimiento de los derechos de las víctimas a la 
verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición y, a la vez, para 
el cumplimiento de las obligaciones internacionales de los Estados. El análisis de 
estos estándares destaca la necesidad de su incorporación en la legislación 
colombiana precisando que este ejercicio debe ir más allá del reconocimiento 
formal de esos derechos en el ámbito nacional, y que se orienta a la adopción de 
medidas para su efectiva realización (p, 52). 
 

 

Se enfatiza sobre la importancia de los estándares internacionales frente a 

derechos como la reparación integral, lo que conlleva: un derecho a la verdad,  

como derecho inalienable e imprescriptible que abarca la verdad como proceso 

de memoria histórica, el derecho de toda victima directa o de sus familiares de 

conocer las circunstancias de modo tiempo y lugar en que se cometieron las 

violaciones de los derechos humanos;  un derecho a la justicia, que implica que 

toda víctima tenga la posibilidad de hacer valer a través del acceso a un recurso 

o acción jurídica en el que se investiguen los hechos, se juzgue a los 

responsables, se establezcan los diferentes tipos de daños ocasionados, se 

sancione con penas adecuadas  y proporcionales a los responsables, y se repare 

a las víctimas;  un derecho a la reparación, que debe abarcar todos los daños y 

perjuicios  sufridos por la víctima;  la restitución que cosiste en restablecer la 

situación a su estado original y anterior a la violación del derecho;  la 

rehabilitación, que se orienta a la recuperación de las personas mediante la 

atención médica y psicológica, así como garantizar la prestación de servicios 

jurídicos necesarios para esos fines; la indemnización, que se refiere a la 

compensación por todo perjuicio que resulte como consecuencia de una 



 
violación de un derecho, y que fuere evaluable económicamente, comprende 

tanto el lucro cesante como el daño emergente; Garantías de no repetición, que 

son un conjunto de medidas orientadas a evitar la violación de los derechos a las 

víctimas, a prevenir la repetición de esas violaciones y a  asegurar el respeto por 

el Estado de derecho y la protección de los derechos humanos.  

 

A partir de  esta  identificación y de conformidad con los estándares 

internacionales en materia del derecho a la reparación integral, se ha de tener 

como premisa que  las decisiones emanadas de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos,  en las cuales se interpretan las normas de la Convención 

Americana sobre derechos humanos,  son vinculantes y deben acatarse en el 

orden interno, pues los derechos humanos protegidos por la Convención 

Americana forman parte de un instrumento internacional incluido en el bloque de 

constitucionalidad que hace parte de nuestro ordenamiento superior. 

 

En su escrito Ortiz (2016), ratifica: 

 

Queda claro entonces, que tanto la jurisprudencia constitucional como para la 
Contencioso administrativa, los fallos de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos son vinculantes y obligatorios  sin excepción, pues los derechos 
humanos  protegidos por la Convención Americana  forman parte de un 
instrumento internacional incluido en el bloque de constitucionalidad, de acuerdo 
con el artículo 93 superior (p, 368). 
 

Así las cosas, y ante declaración de responsabilidad del Estado por grave 

violación de los derechos humanos, el  Consejo de Estado a efectos de explicar 

y justificar las medidas a tomar en aras de reparar  integralmente a las víctimas, 

teniendo en cuenta la relevancia del caso y la gravedad de los hechos,  pone  de 

presente la importancia de la Resolución 60/147 del 21 de marzo de 2006,  

adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, concerniente a los 

“principios  y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones 

manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de 

violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y 

obtener reparaciones”, la cual ha sido acogida por la Corte Interamericana de 



 
Derechos Humanos (CIDH), la jurisprudencia de la Corte Constitucional y el ende 

por el órgano superior de la jurisdicción Contencioso Administrativa;  

circunstancia que la vuelve jurídicamente vinculante  en el ordenamiento interno, 

lo cual genera un deber para el Estado de restituir, indemnizar, rehabilitar, 

satisfacer y adoptar garantías de no repetición a las víctimas. 

 

Conclusiones  

 

El tema relacionado conlleva gran importancia, en cuanto nos encamina a 

reflexionar y comprender en gran medida que la reparación por grave violación 

a los derechos humanos, esta concatenada a una reparación integral,  

consistente en restitución, rehabilitación, satisfacción, garantías de no repetición  

y obligación de investigar, ente otras medidas tales  como el reconocimiento de 

indemnizaciones materiales e inmateriales bajo los lineamientos trazados por la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), que ha tomado el Consejo 

de Estado como órgano de cierre  de la jurisdicción Contencioso Administrativa. 

El concepto jurídico de reparación integral tiene sustento legal y 

jurisprudencial de orden nacional e internacional. El Consejo de Estado Sección 

Tercera, avanza bajo los estándares y exigencias desde la normativa 

internacional que conllevan a una reparación integral a las víctimas que han sido 

objeto de graves violaciones de derechos humanos, con observancia del artículo 

63.1 de la Convención Americana de los Derechos Humanos,  principios y 

directrices básicas de la reparación integral, como lo son la restitución, la 

indemnización, la rehabilitación, la satisfacción y las garantías de no repetición, 

medidas inmersas en la Resolución 60/147 de la Organización de Naciones 

Unidas;   artículo 90 de la Constitución Política de Colombia,  que nos dice que 

el Estado está obligado a reparar de manera integral por los daños antijurídicos 

que le sean imputables jurídicamente,  y al tenor de los dispuesto en la Ley 486 

de 1998, que  obliga a los jueces a reparar integralmente en virtud de las normas 

y estándares internacionales adquiridos por el Estado, es decir,  en virtud de la 

Constitución y la Ley. 



 
Para el Derecho Internacional “Corte Interamericana de Derechos 

Humanos”, las reparaciones como su término lo indica, consisten en las medidas 

que tienden hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometidas. Su 

naturaleza y su monto dependen del daño ocasionado en los aspectos material 

e inmaterial.  La reparación busca a su vez evitar la impunidad, pues no solo 

restablece y restituye derechos, indemniza y rehabilita, sino que también busca 

la verdad histórica que permita esclarecer los hechos que dieron origen a las 

violaciones de derechos humanos y sancionar a los responsables de tales 

sucesos fácticos. 

Corresponde al Consejo de Estado en su calidad de máximo órgano de la 

jurisdicción administrativa  dirimir y resolver los conflictos que se susciten entre  

el Estado y los particulares, debiendo atender las prerrogativas sobre estándares 

de reparación que para el efecto ha fijado la jurisprudencia emitida por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (CIDH).   

 Los importantes avances que ha tenido el Consejo de Estado Colombiano 

como máximo órgano de la jurisdicción Contencioso Administrativa 

especialmente desde el año 2007, año en el que se emitió la  sentencia fundante 

de la línea jurisprudencial en materia de protección integral a derechos humanos, 

debe conllevar porque se opte a una futura modificación de ordenamiento 

sustancial y procesal administrativo por el vacío latente que ostenta la norma en 

cuanto a los lineamientos sobre  reparación integral  a las víctimas que han sido 

objeto de graves violaciones de derechos humanos. 
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